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       3.3.- MARCO LEGAL DE LA ITE. 

       Tradicionalmente el control del deber de conservación de los edificios se venía realizando una vez que se había manifestado la existencia de un daño visible o comprobable, así se regulaba en el artículo 181 del Real Decreto 1346/1976, de 9 de 

abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, esto implicaba que hasta que el Ayuntamiento no comprobaba que el propietario de un inmueble había descuidado sus deberes, no ejercitaba actividad alguna.

        Posteriormente, el deber de conservación se reconoce como un deber general de los propietarios así se prevé en el artículo 19 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones.  

        Es precisamente este deber genérico, junto a la obligación municipal de hacerlo cumplir, lo que habilita a las Corporaciones locales para intervenir en la actividad de los ciudadanos en otra forma que la tradicionalmente establecida, al disponer la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, en el artículo 84.1 que: 

«Las Corporaciones locales podrán intervenir la actividad de los ciudadanos a través de los siguientes medios: 

a) Ordenanzas y Bandos.

b) Sometimiento a previa licencia y otros actos de control preventivo. 

c) Órdenes individuales constitutivas de mandato para la ejecución de un acto o la prohibición del mismo».

       En consecuencia, las Administraciones están capacitadas para  imponer otros actos de control previo de la actividad de los ciudadanos, y en este marco, es, en el que se ha de encuadrar la ITE. 

       Para garantizar el cumplimiento de este deber, la Ley del Suelo, además del tradicional mecanismo del dictado por el Ayuntamiento de las órdenes de ejecución de obras de conservación o rehabilitación, introduce por primera vez en la legislación urbanística madrileña la obligación de los propietarios para que sometan sus edificios a una inspección técnica a cargo de especialistas en la materia. No obstante, en la Ordenanza sobre conservación, rehabilitación y estado ruinoso de las edificaciones del Ayuntamiento de Madrid, aprobada por acuerdo de Pleno de 28-01-1999 ya se establecía dicha obligación.

       Así, la Ley 9/2001 de 17 de julio del Suelo, atribuye a los Municipios diversas e importantes potestades administrativas como la "actividad de garantía del régimen urbanístico del suelo y de su propiedad", potestad que comprende, entre otras, las facultades de asegurar que las construcciones, edificaciones e instalaciones se utilicen de acuerdo con la ordenación urbanística y, en todo caso, con el interés general y la función social de la propiedad, así como de asegurar el cumplimiento efectivo y pleno de los deberes legales inherentes a  la propiedad del suelo. Es relevante, de igual manera, la denominada "actividad de  incidencia en el mercado inmobiliario", potestad administrativa que comprende la facultad de fomentar la conservación y rehabilitación de los terrenos, edificios y construcciones contenido en el Capítulo IV del Título V. 

       Particularmente, en relación con la necesaria conservación y rehabilitación del patrimonio arquitectónico, el legislador ha construido un sistema basado en tres pilares principales:  

       1.° El deber de conservación y rehabilitación impuesto a los propietarios, indispensable para asegurar valores públicos tales como la seguridad, la salubridad y disponibilidad de espacios físicos habitables que permita dar efectividad al derecho constitucional a una vivienda digna y adecuada, artículo 47 de la Constitución, y que es acorde, además, con las exigencias de la función social de la propiedad. 

       2.° La actividad privada orientada a procurar y acreditar la realización de dichos deberes a través de la llamada inspección técnica de edificios y la actuación administrativa dirigida a la comprobación de tal cumplimiento, en garantía de la colectividad y, si procede, a requerir su efectividad mediante el recurso a los diversos medios de que dispone la Administración Pública. 

       3.° Y, finalmente, la actividad de fomento de la actividad privada dirigida a la preservación de los inmuebles, que se configura como una de las facetas de la conocida como "actividad de incidencia en el mercado inmobiliario".

        En virtud de las competencias municipales previstas en la normativa de régimen local, y en particular, en los artículos 25 y concordantes de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen Local en lo referido a la ordenación, gestión, ejecución y disciplina urbanística, protección del medio ambiente, protección de la salubridad pública y protección civil es necesario que los municipios establezcan una ordenación específica que contribuya a la consecución de éstos objetivos sobre la base de dos herramientas fundamentales:

       1.° El establecimiento de un servicio público local que tienda a satisfacer, de un lado, el objetivo de facilitar a los vecinos el cumplimiento de los deberes que les incumben en materia de conservación y rehabilitación de edificios y construcciones de su propiedad y, de otro, la necesidad de verificar la realización de la actividad de preservación del estado de los mismos, singularmente mediante la comprobación de la regularidad del cumplimiento del deber de inspección técnica impuesto por la Ley 9/2001 del Suelo de la Comunidad de Madrid. 

       2.° La elaboración de Ordenanzas municipales en las que se arbitren las particularidades y principios para garantizar el deber de conservación,

       3.º y, la articulación de medidas de fomento que coadyuven a la consecución de los fines expresados. 

       3.4.- OBJETO.

       La inspección técnica de edificios se configura como una obligación de los particulares quienes van a poder tener conocimiento del estado en el que se encuentran sus inmuebles. 

       El objetivo de la inspección técnica es:

       -Mejorar la conservación del parque de edificios de la cuidad.

       -Evitar los problemas de la ruina de los edificios.

       -Reiterar la obligación del deber de conservación.

       Por lo tanto, su finalidad es acreditar su estado seguridad constructiva,cualquiera que sea su destino debiendo hacerse constar el resultado de dicha inspección en un acta (que es el documento acreditativo de haber efectuado la inspección).

       Por lo tanto, estamos ante dos obligaciones fundamentales:

- Una de carácter sustantivo, esto es, la realización material de la inspección, que es aquella en la que el técnico ha de emplear sus conocimientos profesionales, y,

- Una segunda obligación de carácter formal, que es la traducción del contenido de esa inspección en un impreso formulario del Ayuntamiento visado por el Colegio profesional correspondiente. 

       La obligación de carácter formal es accesoria respecto de la obligación principal, ya que tiene sólo una finalidad instrumental respecto a la primera.

       3.5.- DEFINICIÓN.

       La ITE es una inspección que han de pasar todos los edificios en función de su año de construcción para acreditar su estado de seguridad constructiva, cualquiera que sea su destino vivienda, o uso terciario, industrial o dotacional.

       3.6.- PERSONAS Y ENTIDADES OBLIGADAS. 

       La obligación de efectuar la inspección de los edificios corresponde a los propietarios de construcciones y edificios, artículo 169.1 de la Ley 9/2001 de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid; incluidos los edificios calificados como fuera de ordenación y los efectuados sin licencia o sin haberse ajustado a las condiciones señaladas en la misma, debiendo tenerse en cuenta que la realización la inspección técnica no altera la situación jurídica del edificio inspeccionado.

       Así pues, toda clase de edificaciones y construcciones, con independencia de su uso o destino quedarán afectadas por la inspección, la Ordenanza del Ayuntamiento de Madrid establece que los únicos edificios exentos son aquellos que pertenecen a 

las Administraciones públicas o representaciones diplomáticas y sedes de organismos

internacionales, no obstante, si ocuparen edificios en régimen de alquiler u otro título distinto del se propiedad, los propietarios de los inmuebles están obligados a efectuar la inspección. 

       Parece lógico que los edificios demaniales pertenecientes a cualquiera de las administraciones no deban someterse a dicha inspección ya que son las titules de la competencia así como de su ejercicio.

       3.7.- CREACIÓN DEL SERVICIO MUNICIPAL DE INSPECCIÓN TÉCNICA DE EDIFICIOS.

       A tenor de lo establecido en la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999 de 13 de enero, en cuanto a la creación de los órganos administrativos en el artículo 11, dispone “que les corresponde delimitar, en su propio ámbito competencial, las unidades administrativas que configuran los órganos administrativos propios de las especialidades derivadas de su organización”.

       La creación de cualquier órgano administrativo exigirá el cumplimiento de una serie de  requisitos como la determinación de su forma de integración y su dependencia jerárquica, la delimitación de sus funciones y competencias y la dotación de los créditos para su puesta en marcha y funcionamiento.

       Por lo tanto, corresponde a los Ayuntamientos en virtud del principio de autoorganización  y autonomía municipal,  la creación de los órganos necesarios para garantizar el ejercicio de la función inspectora, así como, el establecimiento de las condiciones económicas, técnicas y administrativas que sean pertinentes para la práctica de las inspecciones técnicas de las construcciones y edificios a que están obligados legalmente.

       3.8.- CAPACITACIÓN PARA LA INSPECCIÓN .

       La inspección debe ser realizada por profesionales independientes o entidades de inspección técnica homologadas –artículo 169.1 de Ley 9/2001 de 17 de Julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid- que estén legalmente facultadas para llevar a cabo esta función y cumplan con los requisitos de homologación establecidos en la Disposición Adicional Única de dicho texto legal, pudiendo homologarse como tales Entidades de Inspección Técnica tanto los profesionales colegiados, -individualmente o asociados profesionalmente en la forma que proceda-, como personas jurídicas de cualquier clase, siempre que sean independientes de las empresas cuya actividad tenga lugar en el ámbito de la construcción, la promoción o la administración inmobiliaria.

       Los requisitos para obtener la homologación de las Entidades son los siguientes: 

       - En el caso de profesionales individuales o asociados:

        Tener una colegiación previa como profesional ejerciente de al menos cinco años consecutivos. 

        No estar suspendido ni inhabilitado para el ejercicio profesional, por resolución administrativa firme o por sentencia judicial que sea ejecutiva. 

        Acreditar una experiencia profesional en trabajos de elaboración de proyectos, dirección de obras o emisión de informes o dictámenes técnicos sobre construcciones, edificaciones o instalaciones. 

        Contar con una póliza de seguro que cubra los riesgos derivados de su actividad profesional, en los términos que se fijen reglamentariamente. Este desarrollo normativo no se ha producido hasta la fecha. 

       - En el caso de personas jurídicas la Ley habla de “entidades”: 

        Contar con un mínimo de dos profesionales titulados, que estén legalmente habilitados para proyectar y dirigir cada tipo de obra, construcción o edificación respecto de las cuales pretenda ejercer la actividad de inspección. Cada uno de estos profesionales debe reunir individualmente los requisitos que se mencionaron en el apartado anterior. 

        Tener suscrita una póliza de seguro en los términos señalados en el apartado anterior.

        En este punto exige la Ley que la póliza esté en vigor, previsión lógica para la efectividad de la exigencia de contar con un seguro y que no se puntualiza en el apartado correspondiente a los profesionales, aunque entiendo que resulta igualmente exigible.

       En caso de cumplirse estos requisitos, deberá concederse la homologación por la Consejería competente en materia de ordenación urbanística (12) la falta de resolución y notificación expresa en el plazo de un mes desde la presentación de la solicitud, tendrá efectos desestimatorios debiendo de existir un Registro de Entidades de Inspección Técnica, en el que se inscribirán las que sean homologadas en los términos señalados. 

       La homologación podrá perderse si, sobrevenidamente, se perdiera alguno de los requisitos exigidos legalmente o si se incurriese en un incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones que el artículo 169 establece en el ejercicio de las actividades de inspección.

       Señala la Ley que el procedimiento para declarar la pérdida de la homologación podrá iniciarse de oficio o a instancia de parte.

        Así caracterizado, el procedimiento quedará sujeto al régimen establecido por el artículo 44.2 de la Ley 30/ 1992. Dicho procedimiento tendrá carácter contradictorio, es decir, debe darse la debida audiencia en el mismo a la Entidad sometida a expediente. La pérdida de la homologación se anotará en el Registro administrativo de Entidades de Inspección Técnica y, lógicamente, impedirá el ulterior ejercicio de la actividad de inspección y emisión de informes en esta materia. 

        3.9.- ACTA DE LA INSPECCIÓN TÉCNICA EDIFICIOS. 

       El acta es el documento acreditativo de haber efectuado la inspección en el que se constata por escrito su realización a cargo de un profesional legalmente competente para 

12.- En la Comunidad de Madrid dicha competencia esta atribuida a la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes.

ello (para lo que se exige el visado) y se compone de un informe técnico (es la exposición por escrito de las circunstancias observadas en el reconocimiento) y de un dictamen (es la exposición por escrito de la opinión de un profesional, un Arquitecto, sobre la cuestión sometida a consideración, el estado de seguridad constructiva de un edificio y justificada con base en el informe) en el que el técnico firmante manifiesta si el edifico reúne o no las condiciones mínimas de seguridad constructiva bajo la fórmula de FAVORABLE o DESFAVORABLE.

        El acta de la inspección técnica podrá acompañarse de cuanta documentación gráfica o escrita considere necesaria el técnico firmante para documentar y razonar los términos en que se manifiesta.

        En el Manual de la ITE de Juan Monjo Carrió y Luis Maldonado Ramos, establecen que las inspecciones técnicas se realizan normalmente mediante una inspección visual, y en cuanto a la  fiabilidad de la misma que sólo consiste en la simple observación directa e intuitiva del inmueble sustentada en el conocimiento y la experiencia de la persona capacitada para mayor seguridad en el caso de que la inspección fuera desfavorable, la Ordenanza del Ayuntamiento de Madrid en el artículo 31 establece una nueva inspección a cargo de los técnicos municipales, en donde además de una segunda opinión, se exigirá un estudio técnico más científico a través de calas de observación, toma de muestras, ensayos o cálculos de comprobación.       

       3.10.- PLAZO.

       De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 169.1 de la Ley 9/2001 de 17 de julio, el cumplimiento de la inspección técnica de edificios, desde el punto de vista formal se establece conforme a un calendario y unos plazos, según los cuales los propietarios, en función de la fecha de construcción y catalogación del edificio deberán cumplimentarlos.

       Así, dicho artículo establece “la obligación de los propietarios de las construcciones y edificios de antigüedad superior a treinta años, cada diez años, de someterlos a inspección dirigida a determinar el estado del inmueble y las obras de conservación o, incluso de rehabilitación que fuesen precisas”, para alcanzar el necesario estado de conservación que es el exigido en el artículo 168 de dicha Ley. 

       Los plazos que fija el artículo - edificios de más de treinta años e inspección cada diez años - “podrán ser modificados por Decreto del Gobierno regional de la Comunidad de Madrid”. 

       La encomienda de la realización de la inspección debe recaer bien sobre un técnico facultativo competente, bien sobre una Entidad de Inspección Técnica que esté homologada y registrada en la Consejería con competencia en materia de ordenación urbanística – Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes - artículo 169.2. 

       El plazo para el cómputo de la antigüedad del edificio debe de entenderse como el transcurrido desde la fecha de terminación total de su construcción. No obstante, en el caso de obtención de licencia de ocupación por la ejecución de obras de reforma general que afecten a la edificación completa, el plazo de presentación del certificado de Inspección Técnica de la Edificación, así como el de las sucesivas renovaciones, comenzará a contar a partir de la fecha de terminación de las referidas obras. 

       La edad de la edificación se acreditará documentalmente mediante los siguientes documentos: certificado final de obras, licencia de ocupación, en su defecto, licencia de obras y, en defecto de los anteriores, mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho. 

       3.11.- REGISTRO DE INSPECCIÓN TÉCNICA DE LA EDIFICACIÓN Y LIBRO DEL EDIFICIO. 

       Se deberá crear un Registro de edificios cuya  función será el control del cumplimiento de dicha obligación en el que se hará constar lo siguiente:

· Situación del inmueble y nivel de protección del edificio, en su caso.

· Fecha de construcción o, de no constar, año aproximado. 

· Las inspecciones técnicas realizadas y su resultado. 

· En su caso, la subsanación de las deficiencias que como consecuencia de las inspecciones técnicas se hayan realizado. 

       Las copias acreditativas de la presentación de los certificados de Inspección Técnica de la Edificación y sus correspondientes Fichas Técnicas de la Edificación se unirán al Libro del Edificio, debiendo ser conservadas por los propietarios y transmitidas, en caso de enajenación por cualquier título, a sus nuevos titulares, de conformidad con lo previsto en Ley 38/1999 de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación. 

       3.12.- CONTENIDO DE LA INSPECCIÓN. 

       Las inspecciones técnicas que se efectúen por los técnicos habilitados o por las entidades de Inspección técnica deben plasmarse en la emisión de un informe técnico en el que se haga constar como mínimo lo siguiente, conforme dispone el art. 169.3 de la Ley 9/2001: 

       a) Estado general de la estructura y cimentación. 

       b) Estado general de las fachadas interiores, exteriores y medianeras del edificio, en especial de los elementos que pudieran suponer un peligro para la vía pública, como petos de terrazas, placas, etc. y de las patologías que puedan afectar a la integridad del edificio como fisuras, humedades, etc. 

       c) Estado general de conservación de cubiertas y azoteas. 

       d) Estado general de fontanería y la red de saneamiento del edificio. 

       e) Los desperfectos y las deficiencias apreciados, sus posibles causas y las medidas recomendadas, en su caso priorizadas, para asegurar la estabilidad, la seguridad, la estanqueidad y la consolidación estructurales del edificio, así como para mantener o recuperar las condiciones de habitabilidad o de uso efectivo según el destino propio de la construcción o edificación. 

       f) El grado de ejecución y efectividad de las medidas adoptadas en los inmuebles y de los trabajos y obras realizados para cumplimentar las recomendaciones contenidas en el último informe de Inspección Técnica o, en su caso, en los informes técnicos de las inspecciones anteriores. 

       A fin de acreditar el cumplimiento del deber legal de someter a inspección los edificios y construcciones, de los informes técnicos que se emitan por los profesionales o Entidades requerirá la presentación de copia en el Ayuntamiento respectivo, en el plazo máximo de un mes desde que se cumpla cada período decenal en que deba efectuarse la nueva inspección, artículo 169.4 de la Ley 9/2001 de 17 de julio. 

       El control que la Ley reserva a los Ayuntamientos en esta materia tiene un doble alcance: 

- El del control formal del cumplimiento del deber de pasar las inspecciones, a cuyo fin se podrá requerir la exhibición del correspondiente informe técnico. En caso de que se constate la ausencia de la inspección técnica exigible, podrá el Ayuntamiento ordenar su práctica, para lo que debería fijar un plazo, o bien ejecutarla por sí, a costa de los propietarios, artículo 169.5 de la referida ley. 

- El del control material de la ejecución de las actuaciones contenidas en los informes técnicos, en orden precisamente a asegurar el efectivo cumplimiento del deber de conservación. De modo tal que el contenido de los informes de inspección podrá fundamentar la adopción de órdenes de ejecución de obras de conservación o rehabilitación por el Ayuntamiento, artículo 169.6.

       El artículo 170 es el que regula las órdenes de ejecución de obras de conservación o rehabilitación, y ordena a los Ayuntamientos el dictado de órdenes de ejecución de obras o rehabilitación cuando los edificios se encuentren en condiciones deficientes para su uso. Es decir, cuando no reúnan las condiciones que exige el artículo 168.1, a que nos hemos referido. 

       3.13.- RESULTADO DE LA INSPECCIÓN: FAVORABLE O DESFAVORABLE. 

       El resultado de la inspección se hará constar en el Registro, el cual podrá ser favorable o desfavorable.

       Si el resultado de la inspección es favorable habrá concluido la tramitación del procedimiento.

       Si el resultado de la inspección es desfavorable, el Registro remitirá el informe emitido a los servicios municipales competentes, que girarán visita de inspección iniciando las actuaciones pertinentes en orden a la subsanación de las deficiencias que se harán constar igualmente en el Registro.

       3.14.- INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DE EFECTUAR LA INSPECCIÓN. 

       El artículo 169.4 de la Ley del Suelo de Madrid establece que los Ayuntamientos podrán requerir de los propietarios la exhibición de los informes técnicos resultantes de las inspecciones periódicas y, caso de comprobar que éstas no se han realizado, ordenar su práctica o realizarlas en sustitución y a costa de los obligados.

       Por lo tanto, si transcurrido el plazo para efectuar la inspección del edificio el propietario no la hubiere realizado, el Ayuntamiento le ordenará la realización de las mismas, otorgándole el plazo que se indique en la Ordenanza, con advertencia de imposición de multas coercitivas y ejecución subsidiaria. 

       Si persistiese en el incumplimiento se podrá proceder a realizar la inspección subsidiariamente efectuándola exclusivamente la propia Entidad, bien con sus propios medios, o bien, mediante la contratación de los servicios con un tercero, no obstante, los honorarios a percibir por los trabajos serán girados a los propietarios, pudiendo recurrir, en su caso, a la vía de apremio.

       En este sentido, el Ayuntamiento de Madrid ha suscrito un Convenio con el Colegio Oficial de Arquitectos y el Colegio Oficial de Aparejadores y Arquitecto Técnicos de Madrid, para dar cumplimiento efectivo a la obligación de realizar la ejecución subsidiaria de la inspección técnica de edificios (ITE) a que se refiere el artículo 32 de la Ordenanza. (13). 

       3.15.- RESPONSABILIDAD.

       La responsabilidad que pueden asumir los profesionales en el ejercicio de su profesión pueden ser civiles y penales, entre las primeras a su vez puede diferenciarse entre contractuales y extracontractuales.

              3.15.1.-RESPONSABILIDAD CIVIL:

       A.-Responsabilidad contractual.-

       Es la responsabilidad que asume el técnico respecto a la entidad que le contrata, puede ser;

       - Incumplimiento respecto a las obligaciones formales. 

       Surge cuando se produce algún error formal en el acta de la inspección técnica que diera lugar a que la Administración requiera a la propiedad para su subsanación. El técnico deberá subsanar las deficiencias observadas, indemnizando a la parte contratante en caso de incumplimiento.

13.- Dicho artículo establece que la Gerencia podrá formalizar convenios con los Colegios Profesionales al objeto de que los colegiados que reúnan los requisitos de capacitación técnica que se hayan convenido, realicen bajo su personal responsabilidad la inspección.

       - Cumplimiento negligente de la obligación. 

       Se genera cuando la inspección no se hace con la diligencia exigible a un profesional.

En estos casos la propiedad podrá elegir entre exigir el cumplimiento de la obligación –inspección correcta- o la resolución del contrato e indemnización por daños si se producen como consecuencia de su actuación.

       - Resultado de la inspección incorrecto conforme al criterio de la Administración.

        En este caso, el (14) establece que, si el resultado obtenido no se ajusta a los criterios de la Administración no surge automáticamente la responsabilidad, ya que la inspección de los edificios es una obligación de actividad y no de resultado, por lo que, no surgiría la misma siempre que se hubiera cumplido con diligencia.

       B.-Responsabilidad extracontractual.-

       La responsabilidad que puede asumir un técnico es similar a la que asume en virtud de un contrato, ya que la obligación que impera en el ejercicio de su profesión es el deber de actuar diligente, lo cual implica que, producido un daño a personas o bienes el técnico quedará eximido de culpa cuando acredite un actuar diligente, STS. 10-06-1985 Ar. 3965, 17-07-1987 Ar.9974.

              3.15.2.-RESPONSABILIDAD PENAL: 

       Tras la modificación del Código penal producida por Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, los supuestos de responsabilidad penal por culpa se han reducido o, al menos se han aclarado. Por un lado, ya no hay una cláusula general de responsabilidad por culpa que implicaba que todo delito que pudiera cometerse de forma dolosa también hubiera 

14.- Ignacio García Casas e Igor Yánez Velasco, en el Libro en Torno a la ITE, Colegio Oficial de Aparejadores y Arquitectos Técnicos de Madrid, 2000, página 97.

podido ser cometido de forma culposa, y por otro, en lo que se refiere a la responsabilidad específica de los profesionales, ya no existe la agravante específica de impericia o negligencia profesional.

       Los preceptos que regulan la responsabilidad penal derivada de delito de los profesionales, o más bien que pueden afectar a los profesionales en su actuación como tales, son: 

       - Los artículos 142.1 y 3; 152.1 y 3 del Código penal, que recogen los delitos imprudentes contra las personas, con resultado de muerte en el primer caso (homicidio imprudente) y con resultado de lesiones en el segundo (lesiones imprudentes), que gradúa la pena en función de gravedad de la lesión. En ambos supuestos se exige, para poder apreciar ilícito penal que la imprudencia sea grave, y que significa la exclusión del mínimo cuidado exigible a una persona normal. 

       - El arto 267 del Código penal, que regula el delito de daños causados por imprudencia grave, cuando la cuantía exceda de 60101.21 €. 

        - El artículo 621.1 Código penal que recoge las faltas imprudentes contra las personas y contra otros bienes jurídicos. Fundamentalmente se recogen los supuestos en que la imprudencia es leve con resultado de lesiones muerte y daños 


3.16.- REGULACIÓN ESTABLECIDA EN LA LEGISLACIÓN AUTONOMICA.

       Las leyes autonómicas han ido regulando la inspección técnica de los edificios, cuya finalidad no es otra que el establecimiento de una técnica encaminada a evitar el empleo de las órdenes de ejecución, quedando éstas últimas cuando las condiciones que se pretenden salvaguardar ya se han producido.

       La obligación del cumplimiento de las ITE se establece en función de dos parámetros, el tiempo de construcción y el grado de protección, así la Comunidad Autónoma de Andalucía circunscribe la inspección a las concretas áreas que se delimiten, o bien, a determinadas edificaciones catalogadas o protegidas o tengan una antigüedad superior a 50 años, en Aragón, se limita a las edificaciones existentes en las áreas especiales de conservación, debiendo realizarse cada 5 años, en Asturias se aplica a los edificios o construcciones que estén catalogados o protegidos –igual que Canarias- y a cualquier edificación de antigüedad superior a 50 años, igual régimen se establece en Castilla-La Mancha, Extremadura, Galicia y Valencia. 

       La legislación castellano-leonesa establece la obligación de promover la inspección técnica a los municipios que cuenten con Plan General de Ordenación Urbana o por el contrario tengan una población igual o superior a 20.000 habitantes, remitiendo la regulación de la periodicidad y demás condiciones a desarrollo reglamentario.

       El Borrador del Reglamento de Castilla-León limita el ámbito temporal a 25 años, con revisión a los 10 años, sin embargo, la legislación madrileña aplica el criterio de la antigüedad del edifico o construcción, superior a 30 años, revisable cada 10 años.

        Ley 7/2002 de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, B.O.J.A nº 154, de 31-12-2002.

       Artículo 156. Inspección periódica de construcciones y edificaciones. 

       Edificios sujetos a inspecciones y ámbito temporal.-

       E1 instrumento de planeamiento, y en su defecto el Municipio mediante la correspondiente ordenanza, podrá delimitar áreas en las que los propietarios de las construcciones y edificaciones comprendidas en ellas deberán realizar, con la periodicidad que se establezca, una inspección dirigida a determinar el estado de conservación de las mismas. Igualmente, estas áreas podrán establecerse para la realización de dicha inspección sólo en las construcciones y edificios del ámbito delimitado que estén catalogadas o protegidas o tengan una antiguedad superior a cincuenta años. 

       Contenido de los informes.-

       Los informes técnicos que se emitan a resultas de las inspecciones deberán consignar el resultado de las mismas con descripción de:

       a) Los desperfectos y las deficiencias apreciados, sus posibles causas y las medidas recomendadas, en su caso con fijación de un orden de prioridad, para asegurar la estabilidad, la seguridad, la estanqueidad y la consolidación estructurales, así como para mantener o recuperar las condiciones de habitabilidad o de uso efectivo según el destino propio de la construcción o edificación. 

       b) El grado de ejecución y efectividad de las medidas adoptadas y de los trabajos y obras realizados para cumplimentar las recomendaciones contenidas en el o los informes técnicos de las inspecciones anteriores. 

        Eficacia.-

       Los Municipios podrán requerir de los propietarios los informes técnicos resultantes de las inspecciones periódicas y, caso de comprobar que éstas no se han realizado, ordenar su práctica o realizarlas en sustitución y a costa de los obligados. 

       Ley 5/1999 de 25 de marzo, de Urbanística de la Comunidad Autónoma de Aragón.

       Artículo 190. Áreas especiales de conservación. 

       Edificios sujetos a inspección.-

       Los Ayuntamientos podrán delimitar áreas especiales de conservación, cuando la especial degradación o interés de determinados entornos urbanos así lo aconseje, en las cuales podrán realizarse actuaciones integrales de rehabilitación, aplicando los regímenes de gestión establecidos en esta ley.

       Ámbito temporal.-

       En las áreas especiales de conservación, los propietarios de toda construcción o edificación deberán encomendar a técnico facultativo competente, cada cinco años, la realización de una inspección dirigida a determinar el estado de conservación de la misma. 

       Contenido de los informes.-

       Los informes, describirán el estado actual de la construcción o edificación y propondrán, en su caso, las medidas correctoras de las deficiencias observadas, así como su grado de ejecución. 

       Eficacia.-

       La eficacia queda sujeta al correspondiente visado colegial y a su presentación en el municipio en el plazo de tres meses tras el vencimiento de cada período de cinco años.

       Ley 3/2002 de 19 de abril, de Régimen del Suelo y Ordenación Urbanística de Asturias.

       Artículo 38. Límite del deber de conservación y rehabilitación.

       Edificios sujetos a inspección y ámbito temporal.- 

       Los propietarios de edificios están obligados a sufragar o soportar el coste de las obras de conservación y rehabilitación que dichas construcciones precisen para cumplir lo dispuesto en el artículo anterior, hasta el importe determinado por el límite del deber normal de conservación. 

       Los concejos podrán imponer a los propietarios de toda construcción o edificación catalogada o protegida, así como, en cualquier caso, de antigüedad superior a treinta y cinco años la obligación de presentar cada cinco años un informe sobre el estado de los mismos. 

       Contenido de los informes.-

       Cuando una Administración ordene o imponga al propietario la ejecución de obras de conservación o rehabilitación que excedan de dicho límite, el obligado podrá exigir a aquélla que sufrague, en lo que respecta al exceso, el coste parcial de las obras impuestas. 

      Eficacia.-

       Se entenderá que las obras mencionadas en el párrafo anterior exceden del límite del deber normal de conservación cuando su coste supere la mitad del valor de una construcción de nueva planta, con similares características e igual superficie útil que la preexistente, realizada con las condiciones imprescindibles para autorizar su ocupación. Si no se trata de un edificio sino de otra clase de construcción, dicho límite se cifrará en todo caso, en la mitad del coste de erigir o implantar una nueva construcción de iguales dimensiones, en condiciones de uso efectivo para el destino que le sea propio.

 Decreto Legislativo 1/2000 de 8 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio y de Espacios Naturales de Canarias.

       Artículo 154. Inspección periódica de edificaciones.-

        Edificios sujetos a inspección y ámbito temporal.- 

       Los propietarios de toda edificación catalogada o protegida o incluida dentro de un Conjunto Histórico deberán encomendar a un técnico facultativo competente cada diez años la realización de una inspección dirigida a determinar el estado del inmueble y 1as obras de conservación o, en su caso, rehabilitación que fueran precisas.

       Contenido de los informes.-

       Dicho facultativo consignará los resultados de su inspección expidiendo un informe técnico, con descripción de:

      a) Los desperfectos y las deficiencias apreciados, sus posibles causas y las medidas prioritarias recomendables para asegurar su estabilidad, seguridad, estanqueidad y consolidación estructurales, así como para mantener y recuperar las condiciones de habitabilidad y de uso efectivo según el destino propio de la edificación.

      b) El grado de ejecución y efectividad de las medidas adoptadas y de los trabajos realizados para cumplimentar las recomendaciones contenidas en los informes técnicos de las inspecciones periódicas anteriores.

       c) Cualquier otro aspecto que se determine reglamentariamente.

       Eficacia.- 

       La eficacia, a efectos administrativos, de los informe técnicos requerirá la presentación de copia de los mismos en el Ayuntamiento dentro del mes siguiente al vencimiento del período decenal correspondiente.

       Los Ayuntamientos podrán requerir de los propietarios la exhibición de años informe técnicos resultantes de las inspecciones periódicas y, en su caso de comprobar que éstas no se han realizado, ordenar su práctica o realizarlas en sustitución y a costa de los obligados.

 Ley 2/1998 de 4 de junio, de Ordenación del Territorio y de la actividad Urbanística de Castilla –La Mancha.

       Artículo 138. La inspección periódica de construcciones y edificaciones.-
       Edificios sujetos a inspección y ámbito temporal.- 

       Los propietarios de toda construcción o edificación catalogada o protegida, así como, en cualquier caso, superior a cincuenta años deberán encomendar a un facultativo competente, cada cinco años, la realización de una inspección dirigida a determinar el estado de conservación. 

       Contenido de los informes.- 

       Los informes técnicos que se emitan a resultas de las inspecciones deberán consignar el resultado de la inspección con descripción de: 

       a) Los desperfectos y las deficiencias apreciados, sus posibles causas y las medidas recomendadas, en su caso priorizadas, para asegurar la estabilidad, la seguridad, la estanqueidad y la consolidación estructurales, así como para mantener o recuperar las condiciones de habitabilidad o de uso efectivo según el destino propio de la construcción o edificación. 

       b) El grado de ejecución y efectividad de las medidas adoptadas y de los trabajos y obras realizados para cumplimentar las recomendaciones contenidas en él o, en su caso, los informes técnicos de las inspecciones anteriores. 

       Eficacia.-

        La eficacia, a efectos administrativos, de los informes técnicos requerirá el visado colegial y la presentación temporánea de copia de los mismos en el municipio. 

        Los municipios podrán requerir de los propietarios la exhibición de 1os informes técnicos resultantes de las inspecciones periódicas y, caso de comprobar que éstas no se han realizado, ordenar su práctica o realizarlas en sustitución y a costa de los obligados. 

       Ley 5/1999 de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León.

       Artículo 110 . Inspección técnica de construcciones.
        Edificios sujetos a inspección y ámbito temporal.-

        En los Municipios con población igual o superior a 20.000 habitantes o que tengan Plan General de Ordenación Urbana, los propietarios de construcciones deberán promover su inspección por facultativo competente, para supervisar su estado de conservación y su adecuación a las condiciones establecidas en el artículo 8, con la periodicidad y demás condiciones que se establezcan reglamentariamente.

        Contenido de los informes.-  

       El resultado de la inspección se consignará en un certificado, indicando los desperfectos apreciados y las medidas precisas para subsanarlos. 

       Eficacia.-       

       El Ayuntamiento podrá exigir a los propietarios la exhibición del último certificado, y en su ausencia realizar la inspección de oficio, a su costa.

       En el Borrador de Reglamento de la Ley de Urbanismo, sin perjuicio de ulteriores modificaciones, está previsto que la primera inspección se realice a los 25 años desde la construcción del edificio, realizándose posteriores con una periodicidad de 10 años. Los edificios que a la entrada en vigor del reglamento tengan una antigüedad de 25 años, dispondrán de un plazo de 2 años para realizarla.

       Ley 15/2001 de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura.

       Artículo 164. Inspección periódica de construcciones y edificaciones.-

        Edificios sujetos a inspección y ámbito temporal.-

       Los propietarios de toda construcción o edificación catalogada o protegida, así como, en cualquier caso, superior a 50 años, deberán encomendar a un técnico facultativo competente, cada 5 años, la realización de una inspección dirigida a determinar el estado de conservación. 

      Contenido de los informes.-       

       Los informes técnicos que emitan a resultas de las inspecciones deberán consignar el resultado de la inspección, con descripción de: 

       a) Los desperfectos y las deficiencias apreciados, sus posibles causas y las medidas recomendadas, en su caso priorizadas, para asegurar la estabilidad, la seguridad, la estanqueidad y la consolidación estructurales, así como para mantener o recuperar las condiciones de habitabilidad o de uso efectivo según el destino propio de la construcción o edificación. 

       b) El grado de ejecución y efectividad de las medidas adoptadas y de los trabajos y obras realizados para cumplimentar las recomendaciones contenidas en él o, en su caso, los informes técnicos de las inspecciones anteriores. La eficacia, a efectos administrativos, de los informes técnicos requerirá el visado colegial y la presentación temporánea de copia de los mismos en el Municipio.

       Eficacia.-       

       Los Municipios podrán requerir de los propietarios la exhibición de los informes técnicos resultantes de las inspecciones periódicas y, caso de comprobar que éstas no se han realizado, ordenar su práctica o realizarlas en sustitución y a costa de los obligados. 

 Ley 9/2002 de 30 de diciembre, de Ordenación Urbanística y Protección del Medio Rural de Galicia, B.O.E. nº 18, de 21-01-2003.

       Artículo 200. Inspección periódica de construcciones. 

       Edificios sujetos a inspección y ámbito temporal.-

       Los Ayuntamientos deberán regular mediante ordenanza municipal el deber de inspección periódica de las edificaciones para determinar su estado de conservación. 

       Esta ordenanza establecerá las edificaciones que quedan sujetas a esta obligación en función de su antigüedad y, en todo caso, incluirán todas las edificaciones catalogadas o de antigüedad superior a cincuenta años, los plazos y las condiciones en que haya de realizarse la inspección técnica de las edificaciones a cargo de facultativo competente. 

       Contenido de los informes.-

       Dicho facultativo consignará los resultados de su inspección expidiendo un certificado que describa los desperfectos apreciados en el inmueble, sus posibles causas y las medidas prioritarias recomendables para asegurar su estabilidad, seguridad, estanqueidad y consolidación estructurales o para mantener o rehabilitar sus dependencias en condiciones de habitabilidad o uso efectivo según el destino propio de las mismas. Asimismo, dejará constancia del grado de realización de las recomendaciones expresadas con motivo de la anterior inspección periódica.                      Eficacia.-. 

       La eficacia del certificado exige remitir copia del mismo al Ayuntamiento y al Colegio Profesional correspondiente. 

       El Ayuntamiento podrá exigir de los propietarios la exhibición de los certificados actualizados de inspección periódica de construcciones y, si descubriera que éstas no se han efectuado, podrá realizarlas de oficio a costa de los obligados. 

       Ley 9/2001 de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid.

       Articulo 169. Inspección periódica de edificios y construcciones. 

       Edificios sujetos a inspección y ámbito temporal.

       Los propietarios de construcciones y edificios de antigüedad superior a treinta años deberán encomendar a un técnico facultativo competente o, en su caso, a entidades de inspección técnica homologadas y registradas por la Consejería competente en materia de ordenación urbanística, cada diez años, la realización de una inspección dirigida a determinar el estado de conservación y las obras de conservación o, en su caso, rehabilitación que fueran precisas. Estos plazos podrán revisarse por Decreto del Gobierno de la Comunidad de Madrid. 

        Contenido de los informes.-

       Los informes de las entidades de inspección técnica a que se refiere el número anterior deberán estar autorizados por técnico legalmente habilitado para ello. 

       Los informes técnicos que se emitan a resultas de las inspecciones deberán consignar el resultado de la inspección, con descripción de: 

       a) Los desperfectos y las deficiencias apreciados, sus. posibles causas y las medidas recomendadas, en su caso priorizadas, para asegurar la estabilidad, la seguridad, la estanqueidad y la consolidación estructurales, así como para mantener o recuperar las condiciones de habitabilidad o de uso efectivo según el destino propio de la construcción o edificación. 

        b) El grado de ejecución y efectividad de las medidas adoptadas y de los trabajos y obras realizados para cumplimentar las recomendaciones contenidas en el o, en su caso, los informes técnicos de las inspecciones anteriores. 

       Eficacia.-

       La eficacia, a efectos administrativos, de los informes técnicos requerirá la presentación de copia de los mismos en el Ayuntamiento dentro del mes siguiente al vencimiento del período quinquenal correspondiente. 

        Los Ayuntamientos podrán requerir de los propietarios la exhibición de los informes técnicos resultantes de las inspecciones periódicas y, caso de comprobar que éstas no se han realizado, ordenar su práctica o realizarlas en sustitución y a costa de los obligados. 

       Los informes técnicos a que se refiere este artículo podrán servir de base para el dictado de órdenes de ejecución de obras. 

       Ley 6/1994 de 15 de noviembre, reguladora de la actividad urbanística de Valencia.

       Artículo 87. Inspección periódica de construcciones.-

       Edificios sujetos a inspección y ámbito temporal.-

       Los propietarios de toda edificación catalogada o de antigüedad superior a cincuenta años deberán promover, al menos, cada cinco años, una inspección a cargo del facultativo competente, para supervisar su estado de conservación. 

       Resultado de la inspección.-        

        Dicho facultativo consignará los resultados de su inspección expidiendo un certificado que describa los desperfectos apreciados en el inmueble, sus posibles causas y las medidas prioritarias recomendables para asegurar su estabilidad, seguridad, estanqueidad y consolidación estructurales o para mantener o rehabilitar sus dependencias en condiciones de habitabilidad o uso efectivo según el destino propio de ellas. Asimismo, dejará constancia del grado de realización de las recomendaciones expresadas con motivo de la anterior inspección periódica.

       Eficacia.- 

       La eficacia del certificado exige remitir copia de él al Ayuntamiento y al Colegio Profesional correspondiente. 

        El Ayuntamiento podrá exigir de los propietarios la exhibición de los certificados actualizados de inspección periódica de construcciones y, si descubriera que éstas no se han efectuado, podrá realizarlas a costa de los obligados. 

IV.-TÉCNICAS ADMINISTRATIVAS DE INTERVENCIÓN RESTAURADORA: LAS ÓRDENES DE EJECUCIÓN.

        4.1.- CARACTERES.-

        En cuanto a las órdenes de ejecución señala Gónzalez Pérez (15) que establecen un mandato para la ejecución de un acto. No son prohibiciones, no imponen una abstención, sino un hacer: la ejecución de obras. La finalidad de las obras es el mantenimiento de las condiciones de seguridad, salubridad y ornato público. 

        Las notas o caracteres que delimitan su contenido son las siguientes: 

        1.- Sirven a un fin público, el cual no es otro que mantener los terrenos y edificaciones en las debidas condiciones de higiene, ornato público y conservación.

15.- Comentarios a la Ley del Suelo II, Civitas, Madrid, 1998, pág. 1718 y ss.

       2.- El objeto son las edificaciones, terrenos, urbanizaciones de iniciativa particular y carteles. 

       3.- La competencia y sin perjuicio de que pueda ser atribuida a órganos autonómicos, es una competencia netamente municipal, atribuida al Alcalde por analogía a la competencia para otorgar licencias, art. 21 de la LRBRL modificada por la Ley 11/1999 de 21 de abril.

       4.- La orden de ejecución ha de ser proporcionada, es decir, que la competencia se ejercerá mediante la concurrencia de los motivos que la fundamentan y precisamente para los fines que la determinen.

       5.- Las órdenes de ejecución no pueden ser genéricas, sino que requieren como presupuesto para su validez la concreción de las obras, deben de fijar en la medida de lo racionalmente posible y razonable su presupuesto y establecer el plazo para su ejecución. En los casos, de ejecución subsidiaria por la Administración supone una obligación de hacer en la medida que se ordenan ejecutar unas obras concretas.

 La concreción exacta de las obras reviste tal importancia que de ello hace depender en algunas declaraciones jurisprudenciales el TS.

       6.- La orden de ejecución sólo puede ordenar la ejecución de las obras estrictamente necesarias para obtener del bien de que se trate las debidas condiciones de seguridad, salubridad, implican un mandato de hacer, en la medida que ordena ejecutar unas obras. 

       Así, los costes de la conservación correrán a cargo del propietario afectado, siempre hasta el límite del deber de conservación, y fuera de éste y hasta el total de las obras ordenadas corresponderán a la Administración ordenante.

        7.- El límite de las órdenes de ejecución están en la declaración de ruinas de los inmuebles.

        8.- Las órdenes de ejecución están sujetas al régimen general de los actos administrativos, gozan de los privilegios de ejecutividad (presunción de legalidad y de validez) y de ejecutoriedad (en caso, de incumplimiento se podrán utilizar los medios de ejecución forzosa que se establecen en la Ley 30/1992 de LRJPAC, artículo 96, como la ejecución subsidiaria y las multas coercitivas). 

        4.2.- TIPOLOGÍAS.

        Conforme a lo dispuesto en los artículos 6 del RSCL, (16)  181.2 del LS1976, 246 de TRLS1992 y 10 del RDU (17) las órdenes de ejecución pueden tener como finalidad:

               4.2.1. - DE CONSERVACIÓN DE LOS EDIFICIOS.

              Cuestión ya estudiada en el apartado II del presente trabajo.

               4.2.2.- POR MOTIVOS TURÍSTICOS O  ESTÉTICOS..

              El problema se plantea cuando las órdenes de ejecución de obras por motivos de seguridad, salubridad y ornato excedan del deber normal de conservación del edificio que corresponde al propietario.

              El peligro de una expropiación encubierta es real, tal como ha venido a reconocer el Tribunal Constitucional en su Sentencia de 20 marzo 1997, pues refiriéndose al artículo 246.2 del TRLS establece la «existencia de un límite o frontera entre aquellos deberes de conservación que son manifestación de la función social (art. 33.2 CE) y aquellos otros que desbordan las exigencias de aquélla y, por consiguiente, están sujetos a indemnización (arto 33.3 CE). 

16.- Ver el comentario establecido en el número 3.

17.- El artículo 181.2 de la LS1976, 246.2 del TRLS y 10 del RDU disponen que “Los Ayuntamientos, y en su caso, los demás organismos competentes ordenarán de oficio o a instancia de cualquier interesado, la ejecución de las obras necesarias para conservar aquellas en condiciones”, añadiendo el TRLS “con indicación del plazo de realización”.

              Así, el Tribunal establece la necesidad de trazar una línea «divisoria entre las obras no indemnizables (por estar contenidas dentro del deber de conservación que les corresponda en virtud de la función social), de aquellas otras que, excediendo de lo que le es exigible al propietario, sirven directamente al interés general y tienen en consecuencia, un impacto materialmente expropiatorio. 

               4.2.3. -DE REHABILITACIÓN DE LOS EDIFICIOS.

               Las órdenes de rehabilitación  cumplen la misma función que las órdenes de ejecución, ya que ambas tienen por objeto instar la realización de las obras exigibles.

       4.3.- REGULACIÓN AUTONÓMICA.

       Ley 7/2002 de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, BOJA nº 154.

       Artículo 158. Órdenes de ejecución de obras de conservación y mejora. 

       “l. Los Municipios deberán dictar órdenes de ejecución de obras de reparación, conservación y rehabilitación de edificios y construcciones deteriorados, en condiciones deficientes para su uso efectivo legítimo, o cuando se pretenda la restitución de su aspecto originario. 

       Cuando así esté previsto en las correspondientes Ordenanzas Municipales, los Municipios estarán habilitados, además, para dictar órdenes de ejecución de obras de mejora en toda clase de edificios para su adaptación al entorno. Los trabajos y las obras ordenados deberán referirse a elementos ornamentales y secundarios del inmueble de que se trate”.

       Ley 5/1999 de 25 de marzo, Urbanística de la Comunidad de Aragón.

       Los artículos 184 a 190 regulan las órdenes de ejecución, que disponen la necesidad de abrir un expediente en el que se dará audiencia a los interesados, y en el que se detallarán los siguientes extremos:

· las obras y actuaciones que deber realizar

· el presupuesto de ejecución de tales obras

· el plazo de cumplimiento

· la cuantía de las subvenciones administrativas que procedan. 

       El artículo 186 dispone que cuando el presupuesto de las obras y actuaciones exigidas por una orden de ejecución, supere la cuarta parte del valor de las edificación excluido el valor del suelo, el Ayuntamiento podrá subvencionar hasta el diez por ciento de dicho presupuesto.

       En todo caso, el Ayuntamiento deberá subvencionar íntegramente la parte del presupuesto de la orden de ejecución que supere la mitad del valor de las edificaciones, excluido el valor del suelo.

       Ley 10/1990 de 23 de octubre de Disciplina Urbanística de Baleares.

       Los artículos 10 a 12 de la citada Ley, establecen que las órdenes de ejecución pueden referirse al mantenimiento de las condiciones de seguridad del edificio, sino también, para la consecución de fines de interés estético, de conservación del patrimonio histórico, artístico y arquitectónico.

       Real Decreto Legislativo 1/2000 de 8 de mayo por el que se aprueba el Texto Refundido de las Leyes de ordenación del territorio y de espacios naturales de Canarias.

        El artículo 157 regula las órdenes de ejecución de obras de conservación o de intervención que atribuye la competencia a los Ayuntamientos, Cabildos Insulares y, en su caso, a la Comunidad Autónoma competente en materia cultural, si afecta a edificios declarados de interés histórico o artístico o en trámite de declaración.

       Ley 2/2002 de 25 de junio de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria.

       El artículo 201 regula las órdenes de ejecución. 

“1.-Los Ayuntamientos de oficio o a instancia de cualquier interesado, podrán ordenar la ejecución de las obras y actuaciones necesarias para conservar los terrenos y edificaciones en las condiciones derivadas de los deberes de uso y conservación establecidos en el artículo anterior. En particular, y sin que sea preciso que las actuaciones estén previamente incluidas en un plan de ordenación, las órdenes de ejecución se dirigirán especialmente a la realización de las obras indispensables para preservar en condiciones adecuadas las fachadas y espacios visibles desde la vía pública, mantener la limpieza y vallado de solares y retirar carteles y elementos impropios. 

2. Las órdenes de ejecución se adoptaran previa audiencia de los interesados y detallarán 1as obras y actuaciones que deban realizarse, con indicación de su plazo de ejecución. Ello no obstante, durante el plazo de ejecución los interesados podrán ofertar al Ayuntamiento alternativas dirigidas a la misma finalidad y solicitar y obtener, en tal caso, la ampliación del plazo inicialmente otorgado. 

3. Las obras se ejecutarán con cargo a los propietarios si se contuvieran en el límite del deber de conservación que les corresponde, ello no obstante, el Ayuntamiento podrá ofrecer las ayudas y subvenciones que considere apropiadas”. 

       Ley 2/1998 de 4 de junio, de Ordenación del Territorio y de la actividad Urbanística de Castilla-La Mancha.

       El artículo 140 regula la imposición de órdenes de ejecución de obras de mejora, así como, de interés cultural.

       Ley 5/1999 de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León

      El artículo 106 dispone en cuanto a las órdenes de ejecución.-

“1. El Ayuntamiento, de oficio o a instancia de cualquier interesado, podrá dictar órdenes de ejecución que obligarán a los propietarios de bien inmuebles a realizar:
a) Las obras necesarias para conservar o reponer en los bienes inmuebles las condiciones derivadas de los deberes de uso y conservación establecidos en el artículo 8. 

b) Las obras necesarias para adaptar los bienes inmuebles a las condiciones del ambientales según lo previsto en el artículo 9, tales como la conservación y reforma de fachadas o espacios visibles desde las vías públicas, la limpieza y vallado de solares, la retirada de carteles otros elementos impropios de los inmuebles, o la eliminación de construcciones e instalaciones que impliquen un riesgo de deterioro del medio ambiente, el patrimonio natural y cultural o el paisaje.

2.- Las órdenes deberán detallar con precisión las obras a ejecutar y el plazo para realizarlas, durante dicho plazo, los propietarios podrán proponer alternativas técnicas, instar razonadamente una prórroga, así como solicitar las ayudas económicas a las que tengan derecho.

3.-Las obras señaladas en una orden de ejecución se realizarán a costa de los propietarios hasta el límite del deber legal de conservación definido en el artículo 8.2 y con cargo al presupuesto municipal en lo que exceda del mismo”.

        El artículo 140 se refiere a  las órdenes de ejecución de obras de conservación y obras de intervención.

        Ley 2/2002 de 14 de marzo de Urbanismo de Cataluña.

       El Artículo 189 establece la necesidad de que las órdenes de ejecución deben ajustarse a la normativa de régimen local, con observancia siempre del principio de proporcionalidad administrativa y previa audiencia de las personas interesadas. 

       Ley 9/2002 de 30 de diciembre, de Ordenación Urbanística y Protección del Medio Rural de Galicia.

      El artículo 199 dispone lo siguiente en cuanto al deber de conservación y las órdenes de ejecución. 

“2. Los Ayuntamientos ordenarán, de oficio o a instancia de cualquier interesado, mediante el correspondiente expediente y previa audiencia de los interesados, la ejecución de las obras necesarias para conservar aquellas condiciones, con indicación 

del plazo de realización. Cuando la entidad de las obras lo requiera, el Ayuntamiento exigirá al obligado la solicitud de licencia acompañada del proyecto técnico correspondiente. 

3. Los Ayuntamientos también podrán ordenar, por motivos de interés turístico o estético, la ejecución de las obras de conservación, renovación o reforma en fachadas o espacios visibles desde la vía pública. Las obras se ejecutarán a costa de los propietarios si estuviesen dentro del límite de la obligación de conservación que les corresponde, y con cargo a los fondos de la Entidad que la ordene cuando la rebasase para obtener mejoras de interés general” 

       Asimismo se regula las orden de ejecución en suelo rústico y de núcleo rural en el artículo 203 de la citada Ley.

       Ley 10/1998 de 2 de julio de Ordenación del Territorio y Urbanismo de la Rioja.

       Reguladas en el artículo 184 y 185 órdenes de ejecución de conservación y por motivos turísticos o culturales.

       Ley 9/2001 de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid.

       Articulo 170.Ordenes de ejecución de obras de conservación o rehabilitación. 

1. Los Ayuntamientos deberán dictar órdenes de ejecución de obras de reparación o conservación y rehabilitación de edificios y construcciones deterioradas o en condiciones deficientes para su uso efectivo legítimo. En los supuestos de edificios o construcciones catalogados o declarados de interés histórico-artístico, el órgano de la Comunidad de Madrid competente en materia de patrimonio histórico-artístico también deberá dictar órdenes de ejecución de obras de reparación, conservación o rehabilitación de estas edificaciones o construcciones. 

       Los Ayuntamientos estarán habilitados, además, para dictar órdenes de ejecución de obras de mejora en toda clase de edificios para su adaptación al ambiente. Los 

trabajos y las obras ordenados deberán referirse a elementos ornamentales y secundarios del inmueble de que se trate, pretender la restitución de su aspecto originario o coadyuvar a su mejor conservación. 

Si la orden de ejecución afecta a bienes regulados en la legislación de patrimonio histórico- artístico, deberán ser autorizadas las obras por la Consejería competente en esta materia. 

       Ley 1/2001 de 24 de abril del Suelo de la Región de Murcia.

       El artículo 225 dispone en cuanto a las órdenes de ejecución que.-

“1.- Los Ayuntamiento y, en su caso, los demás organismos competentes, ordenarán de oficio o  a instancia de cualquier interesado, en exigencia de los deberes señalados en el artículo 92 de esta Ley, la ejecución de las obras necesarias para mantener las condiciones de seguridad, salubridad y ornato públicos, con indicación del plazo de realización.

2.- Los Ayuntamientos podrán también ordenar, por motivos de interés público, la ejecución de obras de conservación y de reforma en fachadas o espacios visibles desde la vía pública, sin que estén previamente incluidas en ningún plan de ordenación”.

       Ley Foral 35/2002 de 20 de diciembre de Ordenación del Territorio y Urbanismo de la Comunidad Foral de Navarra.

       El artículo 195 regula las órdenes de ejecución que dispone lo siguiente: 

“1. El Ayuntamiento, de oficio o a instancia de cualquier interesado, podrá dictar órdenes de ejecución que obligarán a los propietarios de bienes inmuebles a realizar las obras necesarias para el cumplimiento de los deberes de uso, conservación y rehabilitación y del deber de adaptación al ambiente establecidos en los artículos 87 y 88 de esta Ley Foral. 

2. Las órdenes de ejecución deberán detallar con precisión las obras a ejecutar y el plazo para realizarlas: durante dicho plazo, los propietarios podrán proponer alternativas técnicas, instar razonada mente una prórroga, así como solicitar las ayudas económicas a las que tenga derecho”. 

       Ley 6/1994 de 15 de noviembre, reguladora de la Actividad Urbanística de Valencia.

       Los artículos 92 a 95 regulan la facultad reconocida a los Alcaldes para dictar órdenes de ejecución de obras de reparación, conservación y rehabilitación de edificios deteriorados o en condiciones deficientes para su utilización efectiva.

        4.4.- INCUMPLIMIENTO DE LAS ÓRDENES DE EJECUCIÓN O DE       REHABILITACIÓN.

       El incumplimiento injustificado de las órdenes de ejecución habilitará a la Administración para adoptar cualquier de estas medidas de ejecución forzosa, a tenor de lo dispuesto en la legislación urbanística y en el artículo 95 de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, LRJPAC:

              4.4.1.- EJECUCIÓN SUBSIDIARIA A CARGO DE LA PERSONA OBLIGADA  HASTA EL LÍMITE DEL DEBER DE CONSERVACIÓN.

             Su regulación se establece en el 98 de la LRJPAC, consiste en que el acto administrativo, la orden de ejecución, sea ejecutada por persona distinta al obligado, lo que presupone que el acto no puede ser personalísimo.

             La Administración realizará la actuación urbanística de que se trate por sí o a través de un tercero, en cualquier caso, el importe de los gastos, daños y perjuicios se exigirán mediante apremio sobre el patrimonio.

             No obstante, para  que la orden de ejecución pueda ser ejecutada por esta vía es preciso el cumplimiento de los siguientes requisitos:

· La identificación y concreción de las obras a ejecutar, lo que precisa la existencia de un proyecto o estudio básico, quedando vinculada la Administración por el precio que se determine. La jurisprudencia ha establecido que la demora por parte de la Administración en la ejecución de las obras no autoriza a proceder a una revisión de precios, STS 30-12-1990, AR. 8258.

           - El  previo apercibimiento otorgando el plazo que se estime conveniente para su ejecución.

          - La fijación de la cuantía de los gastos que origine la ejecución subsidiaria debiendo de notificarse al obligado.

              Toda la legislación autonómica reconoce como forma medida de ejecución forzosa de sus actos la ejecución subsidiaria.

              4.4.2.- IMPOSICIÓN DE MULTAS COERCITIVAS.

              Las multas coercitivas se podrán imponer cuando así lo autoricen las leyes, y en la forma y cuantía que éstas determinen, en este sentido toda la legislación autonómica ha establecido dicha forma de ejecución forzosa de sus actos administrativos pero con algún matiz en cuanto al número de multas y cuantía de la misma. 

              Así, la Ley de Castilla y León reconoce la imposición de multas hasta un máximo de diez y con una periodicidad mínima mensual (18) otras legislaciones limitan la imposición de multas hasta cumplir la obligación de conservación como Cataluña (19), 

18.- Castilla-León. 4.- El incumplimiento de una orden de ejecución faculta al Ayuntamiento para proceder a la ejecución subsidiaria, o para imponer multas coercitivas, hasta un máximo  de diez sucesivas, con periodicidad mínima mensual, en ambos casos hasta el límite citado en el número anterior.

19.- Cataluña. 4. El incumplimiento injustificado de las órdenes de ejecución a que se hace referencia en el apartado 3  habilita a la Administración para adoptar cualquiera de las siguientes medidas de ejecución forzosa: 

a) La ejecución subsidiaria a cargo de la persona obligada.  

b) La imposición de multas coercitivas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 217.2, que puede reiterarse hasta cumplir la obligación de conservación. 
Galicia (20) o Andalucía (21) o , hasta doce multas como en Navarra (22). 

20.- Galicia. 4. En caso de incumplimiento de la orden de ejecución de obras, la Administración Municipal procederá a la ejecución subsidiaria de la misma o a la ejecución forzosa mediante la imposición de multas coercitivas de 300 a 6.000 euros, reiterables hasta lograr la ejecución de las obras ordenadas.

21.- Andalucía.  2. El incumplimiento injustificado de las órdenes de ejecución habilitará a la Administración actuante para adoptar cualquiera de estas medidas: 

a) Ejecución subsidiaria a costa del obligado, hasta el limite del deber normal de conservación, al que se refiere el artículo 155.3 de esta Ley. 

b) Imposición de hasta diez multas coercitivas con periodicidad mínima mensual, por valor máximo, cada una de ellas, del diez por ciento del coste estimado de las obras ordenadas. El importe de las multas coercitivas impuestas quedará afectado a la cobertura de los gastos que genere efectivamente la ejecución subsidiaria de la orden incumplida, a los que habrá que sumar los intereses y gastos de gestión de las obras.

22.-Navarra. 3. El incumplimiento de una orden de ejecución faculta al Ayuntamiento para proceder a su ejecución subsidiaria, o para imponer multas coercitivas, hasta doce sucesivas por períodos de un mes y en cuantía de 600 a 6.000 euros, hasta el limite del deber legal de conservación. En todo caso, transcurrido el plazo de cumplimiento voluntario derivado de la última multa coercitiva impuesta, la Administración actuante estará obligada a ejecutar subsidiariamente las obras ordenadas, con cargo al obligado.

       4.4.3.- EXPROPIACIÓN DEL INMUEBLE O EJECUCIÓN POR SUSTITUCIÓN.

              La expropiación del inmueble,  previa audiencia del incumplimiento del deber de  conservación o la colocación del inmueble en situación de ejecución por sustitución mediante la previa tramitación del correspondiente concurso como se establece en diversas legislaciones  autonómicas,   Andalucía (23),   Madrid (24),   Castilla  La Mancha (25), 

23.- Andalucía. C) La expropiación del inmueble, previa declaración del incumplimiento del deber de conservación, o la colocación del inmueble en situación de ejecución por sustitución, mediante el correspondiente concurso regulado en los artículos 151 y 152, que será instado, en su caso, antes de la declaración de ruina.

24.- Madrid. 2. El incumplimiento injustificado de las órdenes de ejecución habilitará a la Administración actuante para adoptar cualquiera de estas medidas: 

a) Ejecución subsidiaria a costa del obligado y hasta el límite del deber normal de conservación.

 b) Imposición de las sanciones previstas en la presente Ley. 

b) Subsidiariamente, la Administración actuante podrá declarar en situación de ejecución por sustitución el inmueble correspondiente, sin necesidad de su inclusión en área delimitada al efecto, para la aplicación del régimen previsto en los artículos 162 y siguientes de la presente Ley.

25.- Castilla-La Mancha. 2. El incumplimiento injustificado de las órdenes de ejecución habilitará a la Administración actuante para adoptar cualquiera de estas medidas:

c) Sustitución del propietario incumplidor mediante la formulación de Programas de Actuación Rehabilitadora.

      Canarias (26) y Extremadura (27).
               4.4.4- EXPROPIACIÓN POR INCUMPLIMIENTO DE LA FUNCIÓN SOCIAL. 

             Como hace referencia la legislación madrileña (28). 

  V.-AYUDAS PÚBLICAS A LA REHABILITACIÓN DE EDIFICIOS Y A LA INSPECCIÓN TÉCNICA DE EDIFICIOS.

 5.1.- CREACIÓN DE UN MARCO JURÍDICO-FINANCIERO QUE INCENTIVE LA   REHABILITACIÓN.

       El Estado, como las Comunidades Autónomas y las Entidades locales tienen atribuidas expresamente competencias en materia de urbanismo y vivienda, títulos que les habilitan 

26.- Canarias.

 Subsidiariamente, la Administración actuante podrá declarar en situación de ejecución por sustitución el inmueble correspondiente, sin necesidad de su inclusión en área delimitada al efecto.

27.- Extremadura.

d) Sustitución del propietario incumplidor mediante la formulación de Programas de Ejecución Rehabilitadora.

28.- Madrid.

a) Expropiación por incumplimiento de la función social de la propiedad.
 para la verificación y desarrollo de actividades de rehabilitación, ya sea en la modalidad de promoción en cuyo caso se constituirán como sujetos de la rehabilitación, ya sea en la vertiente de fomento de tales actividades debiendo crear una cultura de la rehabilitación tanto de las viviendas como de los  edificios.

       La atribución competencial municipal no proviene del texto constitucional, sino de la Ley 7/1985 de 2 de abril, Reguladora de Bases de Régimen Local norma en la que hay que indagar el núcleo de competencias que el legislador estatal o autonómico debe reconocer en todo caso a las Entidades locales.

       Concretamente el artículo 25.2 d) señala como competencias que el municipio habrá de ejercer en todo caso, las relativas a la ordenación, gestión y ejecución urbanística, así como, la promoción y gestión de viviendas. El reconocimiento de tales competencias, así como su autonomía económico financiera, constituyen sin lugar a dudas los dos elementos determinantes que nos permiten afirmar la posibilidad de que los municipios puedan intervenir en los procesos de rehabilitación fomentando tales actuaciones para la consecución de un interés general.

       La responsabilidad del control y la vigilancia de los edificios corresponde a los Ayuntamientos y el deber de conservación corresponde a los propietarios de los edificios. 

       Según el artículo 47 de la Constitución, todos tenemos derecho a una vivienda digna y adecuada reconociendo implícitamente el deber de conservación y mantenimiento de la vivienda. 

       Las respectivas leyes estatales y autonómicas en materia de urbanismo deber ser respetuosas con las Entidades  Locales, asegurando el pleno desarrollo de la ejecución de los planes cuyas operaciones de rehabilitación en suelo urbano deben estar previstas con mayor o menor detalle en sus planes urbanísticos.

 5.2.- COORDINACIÓN ENTRE LAS DISTINTAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS QUE INTERVIENEN EN LA REHABILITACIÓN. 

       Las tres administraciones, Ministerio, CAM y Ayuntamiento, han suscrito una serie de convenios para funcionar como ventanilla única. En Madrid, la Comunidad delega en la Empresa Municipal de la Vivienda como entidad gestora de las ayudas y donde no existen empresas municipales, son las Oficinas comarcales quienes gestionan las ayudas en las áreas de rehabilitación. 

       Así, los convenios crean un marco de colaboración por el que se fijan las aportaciones públicas y los procesos de tramitación.

       La característica más sobresaliente de éstas ayudas a la conservación y rehabilitación del patrimonio inmobiliario establecido por las Comunidades Autónomas y que se deberá concretar por los Ayuntamientos previa elaboración de las correspondientes Ordenanzas, es que no sólo aparezcan por primera vez  sino que éstas ayudas no se someten al principio de convocatoria anual, ya que,  tienen como objetivo responder en unos plazos razonables a las necesidades de conservación que el parque inmobiliario de las ciudades demanda.

       Las leyes autonómicas hacen referencia a las obras de conservación o rehabilitación disponiendo que las mismas se ejecutarán a costa de los propietarios siempre que estén dentro del deber normal de conservación, correspondiendo a sensu contrario, financiarlas a la Entidad que las ordene.

       En todo caso, el legislador autonómico alude a  que los municipios puedan disponer un régimen de ayudas publicas o bonificaciones fiscales en la expedición de licencias, así se establece en el artículo 155 de la Ley de Andalucía , 39 de la Ley de Asturias, 168 de Madrid, 153 de Canarias y 199.1 de Galicia y 89 de Valencia.

       Otras legislaciones disponen la facultad de los Ayuntamientos para realizar actuaciones de rehabilitación en aquellos núcleos que así determinen, artículos 190.1 de la ley de Aragón, 141 de la LOTAU y 163 de la Ley de Extremadura y 131 de la Ley de Madrid.

       5.3.- CREACIÓN DE INSTRUMENTOS DE GESTIÓN QUE INCENTIVEN LAS OPERACIONES DE REHABILITACIÓN: LAS OFICINAS COMARCALES DE REHABILITACIÓN DE EDIFICIOS (OCRES) Y LOS CONVENIOS DE REHABILITACIÓN.

 5.3.1.- LAS OFICINAS COMARCALES DE REHABILITACIÓN DE EDIFICIOS  (OCRES).

                Estas oficinas tienen por finalidad el asesoramiento jurídico, técnico y administrativo referente al cumplimiento de los requisitos y la presentación de la documentación necesaria para el otorgamiento de las ayudas.

               Los particulares deberán acudir a la OCRE que le corresponda en función de la localización del inmueble objeto de la rehabilitación, en la Comunidad de Madrid, hay cinco oficinas de rehabilitación, cuatro de carácter supramunicipal que cubren Madrid períferia, Madrid-Norte, Madrid Sur-Este y Madrid-Oeste y otra en Madrid, que cubre el municipio de Madrid, Madrid-Centro. 

               5.3.2.- LOS CONVENIOS DE REHABILITACIÓN.

              Mediante el convenio suscrito recientemente con el Colegio de Administradores de Fincas, la Comunidad de Madrid pretende acercar las ayudas al ciudadano a través del administrador, pieza fundamental que enlaza la Administración y los particulares, así dicha Comunidad delega por convenio parte de sus facultades en el administrador de fincas al capacitarle para el cotejo de documentos. 

             También, la Comunidad delega en la Empresa Municipal de la Vivienda como entidad gestora de las ayudas, en defecto de empresas municipales serán Oficinas Comarcales quienes gestionen tales ayudas, así, los convenios crean un marco de colaboración por el que se fijan las aportaciones públicas y los procesos de tramitación.

        5.4.- AYUDAS A LA REALIZACIÓN DE LA INSPECCIÓN TÉCNICA DE EDIFICIOS.

        En Madrid, la Disposición Transitoria cuarta de la Ordenanza sobre Conservación, Rehabilitación y Estado Ruinoso de las Edificaciones establece que el Ayuntamiento arbitrará medidas para subvencionar el acta de la ITE.

         En este sentido, se han aprobado las Normas básicas para el otorgamiento de subvenciones a los propietarios que carezcan de recursos suficiente para realizar la Inspección técnica de los edificios para el período 2000-2005, publicadas en el Boletín del Ayuntamiento de Madrid el 11-01-2001.

          Dichas normas establecen que los propietarios que carezcan de recursos suficientes podrán recibir hasta el 50% del coste de la inspección si sus ingresos son inferiores a 3,5 veces el SMI (433.45 € al mes en 2001), y hasta el 75% si son inferiores al 2,5 veces el SMI, la solicitud se presentará una vez efectuada la inspección, si bien excepcionalmente, en el supuesto de carecer de ingresos podrá presentarse previamente al pasar la inspección acreditando la causa que motive su petición.

          Por lo tanto, las ayudas se establecen para la realización de las ITES, así como, a las obras derivadas de la inspección.  

5.5.- AYUDAS A LAS OBRAS DERIVADAS DE LA INSPECCIÓN TÉCNICA DE EDIFICIOS.

       El Ayuntamiento de Madrid ha elaborado unas Normas de Procedimiento para la Tramitación de Ayudas Económicas a las obras derivadas de la Inspección Técnica de edificios, cuyo objeto es la regulación del procedimiento para la concesión de las ayudas a que se refiere la Ordenanza sobre Conservación, Rehabilitación y Estado Ruinoso de las Edificaciones.

       Dichas ayudas económicas tienen el carácter de subvención a fondo perdido estableciendo una subvención tipo variable según el nivel de catalogación, nivel 1 de protección o nivel 2 en su grado estructural del 15% y el resto de edificios del 10 %, pudiendo acceder a una subvención adicional del 10 % que se determina en función de los niveles de renta familiar.

     La Ordenanza condiciona la concesión de las ayudas al cumplimiento de una serie de requisitos, entre los cuales cabe destacar, el haber presentado en plazo el acta de inspección técnica o que las obras no estén iniciadas, salvo que su inicio derive de una orden de ejecución. 

       Recientemente se ha firmado un Convenio de Colaboración entre el Ayuntamiento de Madrid y diversas Entidades financieras (IBERCAJA, Caja España, Caixa Cataluña, La Caixa, UNICAJA y BBVA) para la financiación de las obras a efectuar derivadas de los dictámenes de las Inspecciones Técnicas de Edificios, de fecha 21-01-2002, que tiene por objeto facilitar, apoyar y promocionar la realización de las obras necesarias para la subsanación de las deficiencias puestas de manifiesto como consecuencia de la inspección sobre el estado general del edificio y que ofrecen tanto a las comunidades de propietarios como a los titulares dominicales de las viviendas una línea de financiación específica para afrontar las obras de subsanación de la inspección.

5.6.- AYUDAS PÚBLICAS A LA REHABILITACIÓN DE ÁREAS URBANAS,   EDIFICIOS Y VIVIENDAS.

      Actualmente coexisten diversos sistemas de ayudas a la vivienda que se fundamenta en las distintas atribuciones competenciales establecidas por el legislador, así el Estado en virtud de las atribuciones establecidas en el artículo 149.1.13 de la Constitución, se le reconoce las bases de la planificación económica, (que la Sentencia 152/1988 de 20 de julio (RTC 1998, 152) del Tribunal Constitucional, reconoció la capacidad del Estado para actuar en el citado subsector a través de planes plurianuales de vivienda, dada la naturaleza y repercusiones económicas del mismo), lo que le ha permitido publicar el Real Decreto 1/2002 de 11 de enero, sobre medidas de financiación de actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo.

       Por otra parte, las Comunidades Autónomas son las que ostentan las competencias en materia de vivienda y suelo y son las que disponen de los instrumentos necesarios para su implantación, por su parte, las Corporaciones Locales también pueden intervenir en la materia a través de sus correspondientes Ordenanzas e instrumentos de planeamiento.

       Así, las iniciativas del Estado se materializarán a través de las Comunidades Autónomas y a través de éstas, en las Corporaciones Locales, mediante convenios interadministrativos, de carácter instrumental, con entidades de crédito, promotores inmobiliario y otros agentes que intervengan en el mercado de la vivienda y en su rehabilitación.

             5.6.1. PLAN ESTATAL.

              Regulado anteriormente en el Real Decreto 1186/1998 de 12 de junio derogado por el Real Decreto 1/2002 de 11 de enero sobre medidas de financiación de actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo, Plan 2002-2005 de aplicación en la Comunidad de Madrid. 

              El Real Decreto califica como actuaciones protegidas en materia de rehabilitación, las siguientes: 

. Áreas de Rehabilitación. 

. Rehabilitación de edificios y de viviendas. 

. Rehabilitación integral de edificios de una sola vivienda y de edificios completos para venta o arrendamiento de las viviendas resultantes.

Las condiciones generales de las actuaciones en materia de rehabilitación se regulan en los artículos 28 y ss; estableciendo lo siguiente: 

A) Concepto de presupuesto protegido en actuaciones de rehabilitación.
             Se considera presupuesto protegido de las actuaciones de rehabilitación, con las limitaciones que se establecen seguidamente, el coste real de aquéllas determinado por el precio total del contrato de ejecución de obra, los honorarios facultativos y de gestión y los tributos satisfechos por razón de las actuaciones y, en su caso, el precio de adquisición del edificio.

 B) Limitaciones del presupuesto protegido. 

              Existen dos límites fundamentales en relación al presupuesto protegible, en función de la superficie máxima y en función de los metros cuadrados útiles. 

1. Superficie máxima computable por vivienda y otras edificaciones.

. La superficie máxima computable por vivienda será la de 120 metros cuadrados de superficie útil con independencia de que su superficie real pudiera ser superior. 

2. Presupuesto protegido máximo de la actuación por metro cuadrado útil. 

El presupuesto protegido por metro cuadrado útil no podrá exceder de los límites siguientes: 

a) Rehabilitación de edificios.

. El 70% del precio máximo de venta por metro cuadrado de superficie útil para las viviendas sujetas a regímenes de protección pública declaradas protegidas

. El 80% de dicho precio máximo de venta en el supuesto de que se incluya la adquisición del inmueble para su inmediata rehabilitación. 

b) Rehabilitación de viviendas. 

El 50% del precio máximo de venta por metro cuadrado de superficie útil de una vivienda protegida de nueva construcción.

       1.-ÁREAS DE REHABILITACIÓN.

       A los efectos de este Real Decreto, se entenderán como Áreas de rehabilitación las siguientes: 

. Las Áreas de Rehabilitación Integrada y otras que, por tratarse de zonas o barrios en proceso de degradación o por estar ubicadas en ciudades declaradas por la UNESCO como Patrimonio de la Humanidad sean así declaradas por el órgano competente de la Comunidad Autónoma o ciudades de Ceuta y Melilla, previo acuerdo con el Ayuntamiento afectado. 

 En dichas Áreas se protegerán las operaciones de rehabilitación de edificios y viviendas, pudiéndose incluir la ejecución de la urbanización o reurbanización del ámbito considerado, comprendiendo, en su caso, las obras de demolición. 

       Condiciones de financiación cualificada. 

 La financiación cualificada específica de las Áreas de rehabilitación consistirá con  carácter general, en una subvención con cargo a los presupuestos del Ministerio de Fomento destinada al promotor. 

 La cuantía máxima de la subvención -que será abonada fraccionadamente en función , del desarrollo de las correspondientes actuaciones y de las disponibilidades presupuestarias- será la siguiente:

 a) Hasta el 40 por 100 del coste de la rehabilitación de edificios y viviendas, sin que  la subvención media pueda exceder de 4.000 euros por vivienda objeto o, en su caso, consecuencia de la rehabilitación. 

b) Hasta el 25 por 100 del coste de las operaciones de urbanización y reurbanización, incluyendo, en su caso, las obras de demolición, siempre que la cuantía resultante no exceda del 25 por 100 de la subvención que corresponda efectivamente como consecuencia del apartado a) anterior. 

       2.- REHABILITACIÓN DE EDIFICIOS 

        La rehabilitación de edificios se referirá a las modalidades de actuaciones que se definen a continuación: 

a) La remodelación de un edificio, con o sin viviendas, tendrá por objeto modificar la superficie útil destinada a viviendas o modificar el número de éstas, sin que ninguna vivienda supere, en caso de ampliación, 120 metros cuadrados de superficie útil. 

b) La adecuación estructural, considerando como tal las obras que proporcionen al edificio condiciones de seguridad constructiva, de forma que quede garantizada su estabilidad, resistencia, firmeza y solidez. 

c) La adecuación funcional, entendiendo como tal la realización de las obras que proporcionen al edificio condiciones suficientes respecto de accesos, estanqueidad frente a la lluvia y humedad, aislamiento térmico, redes generales de agua, gas, electricidad, telefonía, saneamiento, servicios generales y seguridad frente a accidentes y siniestros, así como respecto a otros aspectos incluidos en la correspondiente normativa específica de la Comunidad Autónoma o ciudades de Ceuta y Melilla. 

Se consideran, asimismo, obras para la adecuación funcional de los edificios las actuaciones que tengan por finalidad la supresión de barreras arquitectónicas, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 15/1995, de 30 de mayo, sobre límites del dominio sobre inmuebles para eliminar barreras arquitectónicas a las personas con discapacidad. 

- Condiciones de la financiación cualificada se establecen en el artículo 35.  

       3.- REHABILITACIÓN DE VIVIENDAS.

       A efectos de su calificación o declaración como actuación protegida, se consideran obras para la adecuación de habitabilidad de una vivienda: 

a) Las que le proporcionen condiciones mínimas respecto a su superficie útil, distribución interior, instalaciones de agua, electricidad y, en su caso, de gas, ventilación, iluminación natural y aireación, aislamiento térmico y acústico, servicios higiénicos e instalaciones de cocina u otros servicios de carácter general. 

b) La realización de obras de adecuación que posibiliten en la viviendas ahorro de consumo energético o que permitan la adaptación a la normativa vigente en materia de agua, gas, electricidad, protección contra incendios o saneamiento, o aquellas otras que tengan por finalidad la supresión de barreras arquitectónicas de conformidad con lo dispuesto por la Ley 15/1995 de 30 de mayo, sobre límites del dominio sobre inmuebles para eliminar barreras arquitectónicas a las personas con discapacidad. 

c) La ampliación del espacio habitable de una vivienda mediante obras, conforme a lo dispuesto en el planeamiento urbanístico, siempre que la superficie útil resultante no exceda de 120 metros cuadrados. 

       4.- REHABILITACIÓN DE EDIFICIOS DE UNA SOLA VIVIENDA. 

       Cuando se trate de un edificio con una sola vivienda que precisara de obras de rehabilitación, la financiación cualificada será la que corresponda a la actuación predominante, según dispongan la Comunidad Autónoma o ciudades de Ceuta y Melilla. 

       5.- REHABILITACIÓN DE EDIFICIOS COMPLETOS PARA VENTA O ARRENDAMIENTO DE LAS VIVIENDAS RESULTANTES.  

       El promotor de la rehabilitación de un edificio completo, incluyendo el supuesto de adquisición del mismo para su inmediata remodelación o adecuación estructural o funcional, podrá optar por alguna de las siguientes alternativas: 

1. Solicitar para la vivienda o viviendas que vayan a resultar tras la rehabilitación, su calificación o declaración como viviendas protegidas de nueva construcción, para su venta o arrendamiento, siempre que dichas viviendas cumplan la normativa que les sea aplicable, pudiendo acogerse al sistema de financiación cualificada previsto en el Decreto.

 2. Si no se solicitara la calificación o declaración a que se refiere e1 párrafo anterior: 

a) El promotor podrá solicitar la financiación cualificada establecida para la promoción de viviendas en arrendamiento, previa conformidad de la Comunidad Autónoma o ciudades de Ceuta y Melilla, cuando la totalidad de las viviendas resultantes de la rehabilitación vayan a ser destinadas a dicho uso y cumplan todas las condiciones determinadas en el citado capítulo respecto a superficies, rentas máximas y vinculación temporal mínima al régimen de arrendamiento. 

b) El promotor podrá solicitar la financiación establecida con carácter general en la sección 

3 para la rehabilitación de edificios y viviendas.. y los adquirentes la financiación cualificada establecida para aquellas viviendas resultantes de la rehabilitación que cumplan las condiciones establecidas en el Cap. IV. 

c) El promotor podrá optar por el sistema de ayudas establecido con carácter general 

en la sección 3, antes indicada. 

              5.6.2.- PLAN DE LA COMUNIDAD DE MADRID.

              El Plan de la Comunidad de Madrid, aprobado por Decreto 11/2001, de 25 de enero sobre financiación cualificada a actuaciones protegidas y su régimen jurídico para el período 2001-2004, es el segundo plan de vivienda aprobado  (el primero estuvo en vigor entre 1997 y 2000).

              La Comunidad de Madrid en materia de vivienda se había limitado a ejecutar y completar los planes aprobados por el Estado, que se articulaban fundamentalmente a través de la figura tradicional de vivienda de protección oficial, así el presente Decreto parte de dos tipos fundamentales de actuaciones protegidas, la promoción, adquisición y arrendamiento de vivienda con protección pública y la rehabilitación con protección pública.

              Entiende por rehabilitación con protección pública la actuación destinada a mejorar la adecuación funcional, estructural, integral o de habitabilidad de los edificios y viviendas, así como, el equipamiento comunitario primario, que sea calificado como tal por la Consejería competente en la materia.

              Dicha rehabilitación comprende tanto la realizada en edificaciones aisladas como la de carácter integral en las zonas de rehabilitación.

       1.- REHABILITACIÓN CON PROTECCIÓN PÚBLICA EN EDIFICACIONES AISLADAS.

       Comprende las siguientes:

       - La rehabilitación consistente en la adecuación funcional (29) y o estructural o integral (30).

       - La rehabilitación consistente en la adecuación funcional y o estructural o integral de edificio de más de treinta años de antigüedad, para destinar las viviendas a arrendamiento o venta.

       - La rehabilitación para adecuación funcional de habitabilidad al uso de personas con discapacidad o personas mayores de sesenta y cinco años cuyos ingresos no excedan de un tope.

       - La rehabilitación consistente en la adecuación funcional y o estructural o integral de edificio de tipología rural de una sola vivienda con más de treinta años de antigüedad.

       Las ayudas económicas vienen reguladas en el artículo 38 del Decreto de referencia.

       2.- REHABILITACIÓN CON PROTECCIÓN PÚBLICA EN ZONAS DE REHABILITACIÓN INTEGRADA.

       Las zonas de rehabilitación integrada deberán ser declaradas como tales por Orden del Consejero competente en la materia, a instancia de al menos el 50 por ciento de los propietarios afectados o de la Corporación local respectiva, previo cumplimiento de lo siguiente:

29.- Adecuación funcional conlleva la realización de obras que proporcionen al edificio  condiciones suficientes de acceso, ascensores, estanqueidad frente a la lluvia y humedad, aislamiento térmico, redes generales de agua, gas, electricidad, telefonía, saneamiento, servicios generales y seguridad frente accidentes y siniestro.

30.- Adecuación estructural conlleva la realización de obras que proporcionen al edificio condiciones de seguridad constructiva de forma que quede garantizada su estabilidad, resistencia, firmeza y solidez. de edificio o integral de vivienda unifamiliar de mas de treinta años de antigüedad o catalogado.
       - Que se trate de un área concreta o conjunto urbano deteriorado arquitectónica, urbanística o socialmente.

       - Que el destino de los edificios incluidos en la zona sea primordialmente de carácter residencial.

       - Que en el supuesto de que sea necesaria la demolición de las edificaciones, éstas no superen el 20 por cien del total de la actuación y las restantes no comporten la demolición de las fachadas del edificio y la alteración de su configuración estructurante u organización global originales.

       - Que las actuaciones se adecuen al planeamiento vigente y se haya obtenido la correspondiente licencia de obra o se pueda obtener según justifique el correspondiente certificado de condiciones urbanísticas.

       Las ayudas previstas se regulan en el artículo 39 del presente Decreto.

5.6.3.-  LA LEY 9/2001 DE 17 DE JULIO DEL SUELO DE LA COMUNIDAD DE  MADRID.

                  El Título III, Capítulo V, artículos 131 a 134  regulan las Áreas de rehabilitación concertada, que serán previamente delimitadas en los instrumentos de planeamiento, o bien, en su defecto, previa  formulación y aprobación de Planes Especiales por el municipio correspondiente.

                  Para que se declare un área como de rehabilitación concertada será necesario que se trate de:

                - Conjuntos o zonas de interés histórico con graves deficiencias urbanas y ambientales, significativo deterioro o decadencia funcional de sus infraestructuras, equipamientos o servicios de cualquier clase o de la edificación.

                - Ámbitos urbanos que presenten disfunciones o carencias de especial gravedad. 

       VI.- CONCLUSIONES.

· La titularidad  de los inmuebles esta formada por un conjunto de derechos y obligaciones, entre los que, en el ámbito urbanístico, destaca el deber conservación de los terrenos, urbanizaciones y edificaciones en condiciones de seguridad (la estabilidad y el acabado de las construcciones en condiciones tales que no impliquen riesgo para las personas o cosas), salubridad ( el mantenimiento de los bienes de forma que no atenten contra la higiene) y ornato público (la conservación de los bienes de modo que no afecten a la imagen urbana), ampliándose su contenido en función de lo dispuesto en la legislación sectorial – medio ambiente, patrimonio arquitectónicos, arqueológicos, rehabilitación urbana, calidad de la edificación-.

· El deber general de conservación se configura, a su vez, como un derecho para los usuarios del edificio para quienes el correcto cuidado de la finca implica la garantía de su propia seguridad. Esta doble vertiente de derecho-deber de conservación refuerza la necesidad de adoptar las medidas necesarias con la finalidad de evitar que su deficiencia origine riesgos a las  personas, cosas y también a lo que se ha  llamado imagen urbana.

· El deber de conservación  y rehabilitación se configura como un deber legal establecido a nivel constitucional, en la legislación estatal  y en la legislación autonómica que corresponde a las Corporaciones Local su concreción a través de las Ordenanzas municipales.

· El deber de conservación es un deber que forma parte del contenido del derecho de propiedad y del derecho de uso y disfrute.

· Es un deber derivado de la potestad de policía, de naturaleza objetiva que recae sobre los propietarios de los inmuebles y cuyo control y vigilancia corresponde a las Corporaciones Locales.

· Es un deber de gravamen que tiene su fundamento en el interés público, que comprende la conservación y mantenimiento de la seguridad, salubridad y ornato público de las edificaciones, terrenos y urbanizaciones privadas.

· El deber de conservación es un deber que se exige a los propietarios de todo tipo de edificaciones y terrenos cuyo deber tiene su límite temporal o cesación cuando resulta procedente la declaración de ruina, o, cuando exceda de las obras estrictamente de conservación –la Jurisprudencia entiende por obras de conservación, aquellas obras que merecen la calificación de normales, no caben por tanto, obras de reconstrucción -.

· La Administración ostenta la potestad para dictar en el ejercicio de sus funciones de policía en materia urbanística, órdenes de ejecución a fin de evitar riesgos a las personas, cosas y también a lo que se ha llamado por la Jurisprudencia imagen urbana.

· Las órdenes de ejecución precisan para su validez, según criterio reiterado por la Jurisprudencia, la previa concreción y especificación de las obras a ejecutar (redacción de proyecto o estudio previo en que se detallen las obras exigibles), su presupuesto (en la medida de lo racionalmente previsto y previsible) y el previo requerimiento al interesado.

   Las obras de reparación inespecíficas vulneran el principio de seguridad jurídica ya que se dejaría al arbitrio para su cumplimiento a los obligados como a los técnicos municipales.

· Las órdenes de rehabilitación cumplen la misma función que las órdenes de ejecución, ambas tienen por objeto instar la realización de las obras exigibles.

· La declaración de ruina debe considerarse como establece la Jurisprudencia como un acto administrativo, por el que se define el estado ruinoso de un inmueble y se ordena su demolición ya sea total o parcial a tenor del carácter dinámico y evolutivo de su contenido, y de carácter objetivo ya que opera con independencia de la culpabilidad del obligado a la conservación. 

· La legislación autonómica va complementando el deber de conservación y rehabilitación dejando de ser interpretado como límite a la declaración de ruina – Aragón, Cantabria – para configurarse como límite a partir del cual se concretan las obligaciones de la conservación, tanto del obligado como de la Administración, que esta representado por la mitad del valor de construcción de nueva planta, con similares características e igual superficie útil o dimensiones equivalentes– Andalucía, Asturias, Canarias, Castilla-La Mancha, Extremadura, Galicia y Madrid -.

· Los deberes de conservación y rehabilitación motivados por razones de interés turístico o estético o por ser integrantes del patrimonio histórico artístico cuando excedan del estricto deber de conservación que corresponde a los propietarios – interés privado – deben ser asumidos por la Administración por tratarse de un deber cualificado de conservación.

· Las leyes generales en materia de edificación han desarrollado y pormenorizado el deber general de conservación y rehabilitación establecido en la legislación urbanística, como en la Ley 38/1995, de 5 de noviembre de Ordenación de la Edificación ( que establece el deber de proyectar, construir, 

conservar y mantener los edificios) y en el Código Técnico de la Edificación.

· La Comunidad de Madrid con la finalidad de fomentar la calidad de los edificios que se construyen en su territorio ha promulgado la Ley 2/1999 de 17 de marzo, de Medidas para la calidad de la Edificación que establece la obligación que toda edificación cuente con un Libro del Edificio.

· La Ley 9/2001 de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid además de regular el tradicional mecanismo de las órdenes de ejecución de obras de conservación o rehabilitación, incorpora una técnica de intervención preventiva, la inspección técnica de los edificios, mecanismo ya establecido en otras ciudades como Barcelona, Madrid, Valencia, Cádiz y Sevilla.

· La inspección técnica de edificios es un instrumento innovador creado para prevenir daños y evitar las consecuencias de la falta de conservación de los edificios y, que se aplica en función de la fecha de construcción, de catalogación del edificio, que el Municipio cuente con Plan General de Ordenación o con población igual o superior a 20.000 habitantes, con la finalidad de acreditar el estado de seguridad constructiva, cualquiera que sea su destino y que corresponde a los propietarios de los inmuebles.

· Las Comunidades Autónomas que regulan la inspección técnica de los edificios son Andalucía, Aragón, Asturias, Canarias, Castilla-La Mancha, Castilla-León, Extremadura, Galicia, Madrid y Valencia.

· La legislación madrileña circunscribe la obligación de realizar la inspección técnica de edificios al parámetro de la antigüedad de los mismos, siempre que 

          se trate de construcciones y edificaciones de antigüedad superior a 30 años con            revisión cada 10 años.

· Corresponde a las Entidades Locales el establecimiento de un servicio público que tienda a satisfacer el objetivo de facilitar a los vecinos el cumplimiento de los deberes que le incumben en materia de conservación, rehabilitación y construcción, y la necesidad de verificar la realización de tal actividad, precisados en las correspondientes Ordenanzas, así como,  la articulación de las medidas de fomento.

·  La inspección debe ser realizada por profesionales independientes o entidades de inspección homologada que cumple mediante la presentación ante la Administración Municipal del Acta de Inspección Técnica – dictamen sobre las condiciones de seguridad constructiva-  junto con un Informe de Inspección Técnica - el técnico firmante manifiesta si el edificio reúne o no las condiciones mínimas de seguridad constructiva bajo la fórmula de favorable o desfavorable - sobre el estado general de, como mínimo, los siguientes elementos constructivos: 

· la estructura y la cimentación

· las fachadas interiores, exteriores y medianeras

· las cubiertas y azoteas

· la red de fontanería y saneamiento del edificio.

· El resultado de la inspección se inscribirá en los Registros de Inspección Técnica de la Edificación creados en los Ayuntamientos.

· El incumplimiento de la obligación de efectuar la inspección técnica de los edificios implica que la Administración ordene su realización con la advertencia de imposición de multas coercitivas, o, proceda a la ejecución subsidiaria a costa del obligado. 

· Asumir todas las inspecciones técnicas de edificios con resultado desfavorable o la omisión del deber de efectuarlas como incumplimientos desencadenantes de la actuación municipal supone, sin más, la transmisión a los Ayuntamiento de la responsabilidad que les corresponde de forma indeclinable, a los propietarios.

· El cumplimiento formal de la obligación de realizar la Inspección Técnica de Edificios se entiende cumplida por el propietario desde el momento en que pone en conocimiento de la Administración Municipal el informe de la inspección debidamente visado por el Colegio correspondiente, con independencia de su carácter favorable o desfavorable, quedando constancia en el Registro de Edificios del resultado de la inspección.

· El cumplimiento formal de la ITE debe ser sustituido por el "cumplimiento material" de la misma, es decir que se dé por cumplida cuando ésta es favorable dentro del plazo establecido para pasar la inspección. 

· La visita de inspección de los técnicos municipales competentes no deben ser obligatorias sino optativas, en función de la gravedad o urgencia de las deficiencias detectadas. 

· Las órdenes de ejecución se configuran como una técnica administrativa de intervención restauradora que sirven a un fin público, el cual no es otro que  mantener los terrenos y edificaciones en las debidas condiciones de seguridad, salubridad y ornato público.

· Las órdenes de ejecución sólo pueden ordenar la ejecución de las obras estrictamente necesarias para obtener las debidas condiciones básicas de la edificación.

· Las órdenes de ejecución pueden tener como finalidad la conservación de los edificios, motivos turísticos o culturales o la rehabilitación de los edificios.

· El incumplimiento de las órdenes de ejecución habilita a la Administración para adoptar cualesquiera de las medidas de ejecución forzosa previstas en el artículo 95 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, L.R.J.A.P.P.A.C. y en la legislación urbanística de cada Comunidad Autónoma como es, la ejecución subsidiaria a cargo de la persona obligada hasta el límite del deber de conservación, imposición de multas coercitivas, expropiación del inmueble o ejecución por sustitución y expropiación por incumplimiento de la función social . 

· Las Administraciones Públicas tienen atribuidas competencias en materia de urbanismo y vivienda, títulos que les habilitan para la verificación y desarrollo de las actividades de rehabilitación, ya sea en la modalidad de promoción – sujetos de la rehabilitación- o en la vertiente de fomento de tales actividades debiendo crear una cultura de la rehabilitación. 

· La importancia de la creación de instrumentos de gestión que incentiven las operaciones de rehabilitación, tales como las Oficinas Comarcales de Rehabilitación de Edificios –OCRES-,  Convenios de Rehabilitación, Empresas  públicas.

· La introducción de técnicas de fomento como apoyo en el cumplimiento del deber urbanístico de conservación y rehabilitación hasta ahora sólo visto desde la perspectiva de la actuación de policía.

· La característica más sobresaliente de éstas ayudas a la conservación y rehabilitación del patrimonio inmobiliario establecido por las Comunidades Autónomas y que se deberá concretar por los Ayuntamientos previa elaboración de las correspondientes Ordenanzas, es que no sólo aparezcan por primera vez sino que éstas ayudas no se someten al principio de convocatoria anual ya que tienen como objetivo responder en unos plazos razonables a las necesidades de conservación que el parque inmobiliario de las ciudades demanda.

· Las ayudas públicas para la subsanación de las deficiencias constructivas se deben establecer en las correspondientes Ordenanzas municipales, tanto para la realización de las inspecciones técnicas de edificios, como a las obras derivadas de la inspección, y  a la rehabilitación de los edificios.

· Las Corporaciones Locales pueden fomentar la cultura de la rehabilitación de los edificios a través no sólo de la publicación de disposiciones normativas, sino mediante la celebración de convenios interadministrativos, convenios con entidades de crédito, promotores inmobiliarios y otros agentes que intervengan en el mercado de la vivienda.

· Actualmente coexisten diversos sistemas de ayudas a la rehabilitación de áreas urbanas, edificios y viviendas que se fundamenta en las distintas atribuciones competenciales del legislador, entre el Estado, Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales.
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